
Informe semanal (26 julio-1 agosto 2010)
· Plenario. ¿Qué ha pasado con el agua? Acuerdo sobre reforma constitucional para proteger el agua. Logramos un acuerdo para salvar la reforma para declarar el agua como un bien público y un derecho humano en la Constitución. El acuerdo fue firmado por 6 fracciones que suman 42 votos (Frente Amplio, PAC, PASE, PLN y cristianos) Sin duda es un logro de la gente que se movilizó contra el intento del Pacto Li-Li de enterrar este proyecto. También lo es para nosotros pues los puntos que siempre defendimos se mantienen intactos en el proyecto: 1) Se declara el agua el como un bien de dominio público “que no podrá salir del dominio de la Nación”; 2) Se reconoce el acceso al agua potable y a su saneamiento como un “derecho humano” fundamental e irrenunciable. Además, logramos incluir otros aspectos que no estaban en la propuesta original. Por ejemplo, que el abastecimiento de agua a poblaciones será prioridad frente a cualquier otro uso del agua. Es decir, en términos generales, el acuerdo consiste en que se rescata la reforma para declarar el agua bien público, y se le agregan nuevos elementos que estaban contenidos en el proyecto presentado por el Frente Amplio como el reconocimiento del derecho humano y el acceso prioritario para las comunidades. 
· Este acuerdo también implica que el PLN cedió en su posición inicial mayoritaria de rechazar la reforma y empezar de cero con un nuevo proyecto. La verdad es que se tuvieron que echar para atrás por efecto de la presión popular y la denuncia ciudadana, pues el texto acordado en cuanto a la reforma al artículo 121.14 (agua como bien público) no difiere sustancialmente de la versión original del proyecto. 
· Los grandes perdedores del proceso son los libertarios. Quedaron expuestos públicamente en sus posiciones a favor de la privatización del agua y sintieron debilitado su pacto con el PLN. En la sesión del jueves pasado lanzaron furibundos reclamos contra su aliado, entre los que destaca la acusación de haberse plegado al diputado del Frente Amplio… 
· Por supuesto, este acuerdo no implica que ya logramos aprobar la reforma para proteger el agua en la Constitución Política. Para eso falta mucho. La moción que contiene el texto del acuerdo no se pudo aprobar por el bloqueo de los libertarios y del PUSC (con posiciones politiqueras sus diputados intentan robar cámara) y es muy probable que sigan llenando el proyecto con mociones para impedir su votación en primer debate. 
· Sin embargo, para nuestra fracción hay muchas ganancias de este proceso: la lucha por el agua está otra vez en la agenda pública, desnudamos a los privatizadores, logramos posicionar nuestros planteamientos –que al final prevalecen en el acuerdo mayoritario- y demostramos que además de capacidad de oposición y de lucha para defender nuestros principios también nos sobran propuestas serias y bien fundamentadas.  
· Proyectos de ley nuevos del FA. Reforma constitucional para eliminar prohibición de que trabajadores extranjeros integren juntas directivas de sindicatos. Con el apoyo de diputados/as de varias fracciones legislativas, la fracción del Frente Amplio presentó un proyecto para eliminar el párrafo segundo del artículo 60 de la Constitución Política que prohíbe a trabajadores extranjeros ocupar cargos de dirección en los sindicatos. La aprobación de esta reforma es un compromiso adquirido por Costa Rica desde hace muchos años con la OIT, que fue reiterado recientemente por el Comité de Libertades Sindicales (Copia adjunta) 
· Creemos que esta prohibición debe eliminarse por ser absolutamente anacrónica, discriminatoria y violatoria de los compromisos asumidos por el país en los convenios 87, 98 135 y 111 de la OIT, que incluyen el deber de respetar el derecho de las y los trabajadores a organizarse libremente en sindicatos y a elegir a sus representantes sin imposiciones externas. Hoy en CR no se impide que los extranjeros integren juntas directivas de cámaras empresariales, asociaciones solidaristas o comités permanentes, pero sí se prohíbe su participación en sindicatos, aunque trabajen legalmente en el país y tengan varios años de vivir aquí, lo que es absolutamente discriminatorio. Esta prohibición afecta especialmente a las y los trabajadores y organizaciones sindicales de sectores como las plantaciones bananeras y las maquilas, donde hay una alta presencia de personas  trabajadoras extranjaros que ven limitada su libertad de participar activamente en sindicatos.
· Proyecto de ley de Carta de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. También presentamos otro proyecto de ley para proteger adecuadamente los derechos de los pueblos indígenas en relación con el acceso a la justicia. Esto incluye el derecho a contar con intérpretes y traductores oficiales en todo proceso judicial, el trato digno y la no discriminación, el reconocimiento del derecho consuetudinario y las tradiciones culturales, la aplicación de atenuantes en procesos penales, entre otros derechos básicos que, lamentablemente, hoy en día no se respetan. (Copia adjunta)
· El objetivo es que no se vuelva a repetir el caso de la indígena ngobe que fue condenada a 13 años de cárcel en un juicio abreviado, a pesar de que no entendía español.
· El proyecto fue presentado en coordinación con la Subcomisión de Pueblos Indígenas de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia del Poder Judicial, cuyos integrantes nos buscaron ante el desinterés de una mayoría de la jerarquía de la Corte por estos temas. Es importante destacar que la propuesta también la estamos presentando como una moción de fondo a la Ley de Autonomía Indígena, de manera que si finalmente se logra el consenso para que dicha ley sea aprobada, el tema de acceso a la justicia también quede incluido.    
· Control político. Crucitas y el descarado ofrecimiento del Gobierno de $1700 millones a la trasnacional minera canadiense. En el Plenario denunciamos la actitud vergonzosa y entreguista del vicepresidente Piva al anunciar que no deroga el decreto de conveniencia nacional de la mina de oro, porque Costa Rica tendría que pagar una indemnización de 1700 millones de dólares a la trasnacional Infinito Gold. Este anuncio, además de ser excesivo (la empresa solo ha invertido $25 millones, hace un año ellos mismos estimaron sus ganancias en $800 millones) y carecer por completo de fundamento técnico, constituye una forma de traición a la patria. Un funcionario público nunca puede dar por sentada una indemnización con fondos públicos que no ha sido declarada por los tribunales y menos conceder un monto determinado. Esto les hace el trabajo a los abogados de la trasnacional. En una eventual demanda usarán estas declaraciones como un reconocimiento de indemnizaciones millonarias por parte de Costa Rica. 
· Desde la discusión del TLC en el Frente Amplio denunciamos que este tratado (y otros similares) serían utilizados para chantajear a Costa Rica con demandas millonarias ante tribunales privados internacionales, si el Estado aplicaba adecuadamente su legislación ambiental contra los intereses depredadores de las trasnacionales. El caso de la millonaria indemnización de Crucitas confirma estas denuncias. La realidad es que Infinito Gold seguirá amenazando al país con los arbitrajes del TLC cada vez que las autoridades nacionales no resuelvan conforme a sus intereses. Sobretodo mientras sigamos con gobiernos entreguistas, que les facilitan descaradamente las cosas.           
· Foro sobre ingreso de tropas militares estadounidenses. Alajuela. El martes 27 de julio participamos en el Foro “Presencia Militar en el Territorio Nacional” en el Museo Juan Santamaría, Alajuela, organizado por el grupo de de amigos del héroe y otras organizaciones patrióticas. Expusimos las razones del FA para oponernos al permiso de ingreso de barcos militares gringos a nuestro país. Informamos sobre las diversas acciones de información, resistencia y movilización que estamos realizando en conjunto con otras organizaciones sociales y políticas.           
Saludos cordiales,
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